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Loja, viernes 16 de agosto del 2019, las 17h00, VISTOS: Con fecha 06 de agosto del 2.019, 

el Juez Ponente avoca conocimiento de la presente causa, y cumpliendo con el procedimiento 

que determina la Ley, previa convocatoria  a los sujetos procesales, señala el día miércoles 

14 de agosto de 2019 a las 16h00, con el objeto de llevar a cabo la Audiencia pública, oral y 

contradictoria, para conocer y resolver la acción de protección presentada por el doctor 

Renato Aguirre Valdivieso, en su calidad de Coordinador General Defensorial Zonal 7 de la 

Defensoría del Pueblo, en favor de las concejalas del cantón Loja: LCDA. LIGIA 

RODRÍGUEZ, AB. KARINA GONZÁLEZ, Y LCDA. PATRICIA PICOITA, y dirigida en 

contra de los miembros del Concejo Cantonal del GAD Municipal del cantón Loja, en las 

personas del señor Alcalde Ing. Jorge Arturo Bailón Abad, y los señores Concejales del 

Cantón Loja. Mas como el día señalado para la realización de la audiencia, previo a su 

instalación, se recibió por Secretaria un escrito firmado por las antes indicadas Concejalas 

del cantón Loja, bajo el patrocinio del abogado, Cristian Fabricio Alvarado Sigüenza, en el 

que desisten de la Acción de Protección propuesta en su favor, por cuanto consideran que no 

se han vulnerado sus derechos en la elección del Vicealcalde. Y ante este incidente el 

Tribunal en el día y hora previamente señalados para la audiencia, procedió a concederles la 

palabra a las partes para que se pronuncien sobre el mismo: 1).-El AB. CRISTIAN 

FABRICIO ALVARADO SIGÜENZA, quien luego de solicitar que se lo declare parte por 

las Concejalas Ligia Rodríguez, Karina González y Patricia Picoita, manifestó: Que si bien 

es cierto ha sido presentada una Acción de Protección por parte de la Defensoría del Pueblo, 

representada por el Dr. Renato Aguirre Valdivieso, la misma que en ningún momento le 

compete presentar al Defensor del Pueblo, según lo estipula la Constitución, y que además 

en ningún momento se ha puesto en conocimiento de sus representadas algún tipo de 

denuncia ni acción legal, donde ellas expresen que hayan sido vulnerados sus derechos 

constitucionales como tal; que el 15 de mayo del 2019, en sesión inaugural del Cabildo lojano 

y bajo la tutela del Alcalde Jorge Bailón se desarrolló la elección para la Vicealcaldía, en 

donde sus representadas estuvieron en total acuerdo a lo desarrollado en dicha sesión; que 

ellas han actuado de conformidad al Art. 317 del COTAD y al Art. 57 del mismo órgano, y 

de esta manera expresaron su voluntad de mocionar por parte de la Lic. Ligia Rodríguez, al 

señor Vicealcalde actual Nixon Granda, y que la moción fue apoyada por la Ab. Karina 

González, y de esta manera se sometió a votación y hay el apoyo de la concejala Patricia 

Picoita; que al momento de la presentación de esta acción, nunca se consultó a sus 

representadas, si se sentían o no que se hayan vulnerado alguno de sus derechos 

constitucionales en dicha elección, y que en tal virtud, se oponen a la acción planteada por el 



Defensor del Pueblo en representación de las mencionadas concejalas, ya que creen que el 

Defensor del Pueblo lo que está haciendo es impugnar la legalidad de un acto o aparente 

omisión, por asumir que es obligación de alguien mocionar sin consentimiento para ocupar 

cargo o dignidad que supuestamente le corresponde, ya que las únicas personas legitimadas 

activamente para deducir la presente acción, son sus representadas, en calidad de mujeres 

electas para el cargo de concejales. Que se ratifican en todo lo expuesto en el escrito de 

desistimiento de la Acción de Protección presentado solicitando el desistimiento, según 

corresponde en el Art. 15 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control 

Constitucional; 2).- DR. RENATO AGUIRRE VALDIVIESO, en calidad de Coordinador 

Defensorial Zonal 7 de la Defensoría del Pueblo, manifestó: Que la Defensoría ha presentado 

esta acción en base  a lo que le confiere la Ley, facultad establecida en el Art. 215 numeral 1 

de la Constitución de la República, porque se ha vulnerado los derechos de equidad y a la 

paridad de género; que las Concejales han tomado una decisión independiente a lo que ellos 

como Defensoría del Pueblo están reclamando; ya que ellos plantearon esta acción porque se 

han violentado los Derechos de la Constitución de la República, en la sesión del Cabildo del 

15 de mayo, en la que se debió haber respetado la equidad, que incluso el Concejal Darío 

Loja en la sesión hace referencia a que se dé cumplimiento al Art. 317 del COOTAD, con la 

paridad de género, a lo que se hizo caso omiso, y que por ello han planteado acciones con el 

objeto que se cumplan los derechos de las mujeres a participar; y que es lamentable que las 

señoras desistan pero que ellos se mantienen para el cumplimiento de la Ley; 3) AMICUS 

CURIAE: Las personas que presentaron Amicus Curiae, manifiestan que no tienen nada que 

pronunciar al respecto; 4)EL AB. LUIS NARVÁEZ ABAD, en representación del Alcalde 

del cantón Loja, y de la Procuraduría Síndica Municipal, manifestó: Que no tienen ninguna 

objeción respecto al desistimiento planteado, y que se lo acepte, y que se declare parte por el 

señor Alcalde Ing. Jorge Bailón y por el señor Procurador Síndico, Ab.  Diego Oleas 

Guevara; 4) AB. MARÍA CRISTINA DOMÍNGUEZ SOTOMAYOR, en representación del 

Concejal Darío Loja, quien manifestó: Que es totalmente improcedente el desistimiento 

presentado por las Concejalas, atendiendo lo que establece el Art. 15 numeral 2 inciso 4 de 

la LGJCC, en el que claramente se dispone que en ningún caso se aceptará el desistimiento, 

o acuerdo reparatorio que implique la afectación a derechos irrenunciables, que en este caso 

de acuerdo a lo que establece el Art. 11 numeral 6 de la Constitución de la Republica los 

derechos que han sido motivo de la acción son derechos constitucionales de carácter 

irrenunciables y que no pueden las Concejales accionantes renunciar, que si se revisa la 

acción presentada por la Defensoría del Pueblo, esta ha sido presentada si bien en favor de 

las concejales, el único que puede desistir de la acción es quien la ha presentado, y que esto 

es el Defensor del Pueblo, y que si bien de manera directa las beneficiarias con las Concejalas, 

los derechos que se defienden son derechos generales de las mujeres y los legitimados activos 

son las mujeres, por lo que solicito se continúe con la presente audiencia; 5) AB. VERÓNICA 

ALBITO LUDEÑA, en representación del Concejal Nixon Granda, manifestó: Que en 

relación a lo manifestado por el abogado de las señoras Concejalas, este ha sido muy claro 

en cuanto al desistimiento; que la Defensoría del Pueblo presenta la acción a favor de las 

Concejalas, y de acuerdo al avoco conocimiento, en este audiencia deberían ser las 

Concejalas las que se allanen o desistan, y al darle al abogado la palabra para que las 



representa, este se allana al desistimiento, por lo que de acuerdo a lo que establece la Ley 

Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, no habría más que tratar; 

que los Amicus presentados, si bien se hicieron en favor de las concejalas, en este momento 

ellas desistieron y no habría nada que tratarse por no existir violación de derechos 

constitucionales o legales de acuerdo a lo que establece la Ley; 6) EL CONCEJAL 

SANTIAGO ERRÁEZ, quien manifestó: Que concuerda en que deberían estar aquí las 

Concejalas, para saber su punto de vista, pero que expone el suyo, el mismo que fue dado en 

la reunión del día 17 de mayo del 2019, que fue dos días después de ésta, en donde su 

pronunciamiento fue y que va a dejar la copia, que su sugerencia fue para que se respete la 

equidad de género en el nombramiento de Vicealcalde; 7) EL CONCEJAL PABLO 

BURNEO, quien manifestó: Que se está discutiendo la paridad de género, y que son 12 

miembros del Concejo Cantonal, de los cuales 3 son mujeres, y que para equiparar eso 

deberían destituir a tres Concejales varones y principalizar a tres Concejalas mujeres; que en 

el caso del Vicealcalde se elige en la sesión inaugural del Cabildo, y que ya se eligió y faltan 

dos años para volver a elegir otro vicealcalde sin perjuicio que se pueda nominar a más 

compañeras; que se acogerá a lo que se disponga la tarde de hoy; 8) CONCEJAL RAMIRO 

PALACIOS, quien manifestó: Que hubiera sido representativo que las compañeras 

Concejales estén en la audiencia, así como su compañero Vicealcalde, y que así como ellos 

han acudido para darle garantía a la ciudadanía y hacer que la política sea distinta; que la en 

la situación de ellos de acuerdo al procedimiento parlamentario se eligió un Vicealcalde en 

la sesión inaugural, y en las que se las nominó también a las compañeras que no tuvieron el 

apoyo correspondiente; que hoy se trata de que se cumplan sus justos derechos y tienen toda 

la libertad de hacerlo; 9).- EL AB. YORKY CALVA SUÁREZ, en representación de la 

Procuraduría General del Estado, manifestó: Que respecto del escrito de desistimiento 

presentado, se debe observar lo que señala el Art. 15 numeral 1 se la LOGJCC, que dice 

quién es la persona que puede desistir de la acción de protección, y que el numeral 1, dice 

que serán las afectadas quienes pueden desistir; que al observar el Art. 9 ibídem, le da la 

competencia al Defensor del Pueblo la legitimación activa, y que no hay que olvidar que esta 

Acción ha sido interpuesta por la Defensoría del Pueblo en  favor de las concejalas, por tanto 

ellas siguen manteniendo la calidad de personas afectadas, y como tal las únicas legitimadas 

para desistir, que en ése sentido con éste pronunciamiento de desistimiento, la Defensoría del 

Pueblo adolecería de falta de legitimación por ello solicita que se acepte el desistimiento y 

se archive esta acción.- Una vez escuchadas las partes procesales sobre el desistimiento a la 

Acción de Protección presentada por el Defensor de Pueblo, y sin tener nada que pronunciar 

respecto al tema de fondo (objeto de la Acción de Protección), sino solamente sobre el 

desistimiento planteado, el Tribunal, en voto de mayoría de los jueces Dra. Mercy Hurtado 

Flores, y Dr. José Luis Payares, decidieron aceptar el desistimiento planteado, por los 

siguientes motivos: a) En primer lugar la Acción de Protección fue presentada en favor de 

las señoras, Lic. Ligia Rodríguez, Abg. Karina González, y Lic. Patricia Picoita, en su calidad 

de Concejalas del cantón Loja, por cuanto a criterio del Defensor del Pueblo, en la sesión 

inaugural del Concejo Cantonal, en la que se procedió a la elección del Vicealcalde, no se 

garantizó la posibilidad de que sea electa una mujer, por cuanto no fueron mocionadas, y que 

eso ha violentado el criterio de paridad y equidad de género, como obligatoriedad; que existió 



falta de aplicación de medidas afirmativas en la elección de Vicealcalde, ya que el Art. 317 

del COOTAD, así lo establece, por lo que solicita se declare “La vulneración del derecho a 

la igualdad material, en correlación con el derecho de participación y ocupación de la función 

pública aplicando criterios de equidad y paridad de género de LIGIA RODRÍGUEZ LIMA, 

PATRICIA PICOÍTA ASTUDILLO, KARINA GONZÁLEZ LOJAN, en su calidad de 

mujeres representantes de la ciudadanía Lojana en la vida política y pública, a desempeñar 

la función de Vicealcaldesa del Cantón Loja, función que le permitirá compartir el poder y 

la toma de decisiones con el Ing. Jorge Bailón Abad, -hombre- que fue elegido para 

representar a la ciudadanía como Alcalde del mismo cantón”.- Al respecto el Tribunal 

considera que los derechos que según ha indicado el accionante solo afectan de manera 

particular a las prenombradas Concejalas, por ostentar dicha calidad. Los derechos de 

participación están consagrados en la Constitución de la República del Ecuador en el Art. 61, 

así: “Las ecuatorianas y ecuatorianos gozan de los siguientes derechos: 1. Elegir y ser 

elegidos. 2. Participar en los asuntos de interés público. 3. Presentar proyectos de iniciativa 

popular normativa. 4. Ser consultados. 5. Fiscalizar los actos del poder público. 6. Revocar 

el mandato que hayan conferido a las autoridades de elección popular. 7. Desempeñar 

empleos y funciones públicas con base en méritos y capacidades, y en un sistema de selección 

y designación transparente, incluyente, equitativo, pluralista y democrático, que garantice su 

participación, con criterios de equidad y paridad de género, igualdad de oportunidades para 

las personas con discapacidad y participación intergeneracional. 8. Conformar partidos y 

movimientos políticos, afiliarse o desafiliarse libremente de ellos y participar en todas las 

decisiones que éstos adopten. Las personas extranjeras gozarán de estos derechos en lo que 

les sea aplicable”. Estos derechos también están contemplados en el Art. 21 de la Declaración 

Universal de Derechos Humanos; Art. 25 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y 

Políticos y Art. 23 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos. Los derechos 

civiles y políticos para este caso, se ejercen de manera individual, y por tanto el derecho a la 

participación política tiene en ese sentido una dimensión individual, el derecho de toda 

persona a participar activamente en ella, como es el caso de las tres Concejalas mujeres, y 

que según se advierte de la intervención de su abogado, la tuvieron en la Sesión inaugural 

del Cabildo en la que se eligió al Vicealcalde, y en el caso de la licenciada Ligia Rodríguez 

optó por mocionar al actual Vicealcalde Nixon Granda, y que esa moción fue apoyada por la 

Ab. Karina González, por lo cual se sometió a votación, y que contó con el apoyo de la 

concejala Patricia Picoita y que por lo tanto, no existió ninguna violación a sus derechos 

constitucionales. Sobre este punto la Corte Constitucional de Colombia, en auto 345 de 2010, 

al referirse al desistimiento, señala: “…el desistimiento suele estar ligado a la satisfacción 

del actor por haber obtenido ya lo esperado, incluso sin necesidad del pronunciamiento 

judicial. Se exceptúan de la posibilidad de ser desistidas únicamente las tutelas en que la 

controversia planteada afecta a un número considerable de personas y puede estimarse asunto 

de interés general, pues no resulta posible que uno solo de los afectados impida un 

pronunciamiento de fondo que interesa a todos ellos”.- Como ya se dijo anteriormente, la 

Sesión Inicial de Cabildo, podría afectar de manera individual a cada una de las Concejalas, 

o según el caso, podría de manera general afectar a las tres Concejalas mujeres electas del 

cantón Loja; sin embargo, el desistimiento es de manera unánime de las tres Concejalas, bajo 



el criterio, que en la elección de Vicealcalde, no se le ha afectado sus derechos. Y de acuerdo 

con la definición legal, el desistimiento es una declaración de voluntad unilateral de parte, 

mediante la cual se manifiesta la voluntad de desistir de la acción, con la que se la da por 

terminada. Hechandia, en su obra Teoría General del Proceso, define al desistimiento como: 

“…una declaración de voluntad y un acto jurídico procesal en virtud del cual se eliminan los 

efectos jurídicos de otro acto procesal.”.- En nuestro ordenamiento jurídico el desistimiento 

se encuentra normado en el Art. 15 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y 

Control Constitucional, que dice: “Terminación del procedimiento.- El proceso podrá 

terminar mediante auto definitivo, que declare el desistimiento o apruebe el allanamiento, o 

mediante sentencia. 1. desistimiento.- La persona afectada podrá desistir de la acción en 

cualquier momento por razones de carácter personal que serán valoradas por la jueza o juez. 

Se considerará desistimiento tácito cuando la persona afectada no compareciere a la 

audiencia sin justa causa y su presencia fuere indispensable para demostrar el daño. En caso 

de desistimiento el expediente será archivado…” (El subrayado nos pertenece). Esto tiene 

concordancia con lo establecido en el Art. 11 ibídem, que dice: “Comparecencia de la persona 

afectada.- Cuando la acción haya sido presentada por interpuesta persona, la jueza o juez 

deberá notificar a la persona afectada. Esta podrá comparecer en cualquier momento, 

modificar la demanda, desistir de la acción o deducir los recursos de ley aunque no haya 

comparecido antes” (El subrayado no pertenece). Por otra parte, el Art. 9 de la Ley señalada, 

indica: “Legitimación activa.- Las acciones para hacer efectivas las garantías jurisdiccionales 

previstas en la Constitución y esta ley, podrán ser ejercidas: a) Por cualquier persona, 

comunidad, pueblo, nacionalidad o colectivo, vulnerada o amenazada en uno o más de sus 

derechos constitucionales, quien actuará por sí misma o a través de representante o 

apoderado; y, b) Por el Defensor del Pueblo. Se consideran personas afectadas quienes sean 

víctimas directas o indirectas de la violación de derechos que puedan demostrar daño. Se 

entenderá por daño la consecuencia o afectación que la violación al derecho produce. En el 

caso de las acciones de hábeas corpus y extraordinaria de protección, se estará a las reglas 

específicas de legitimación que contiene esta ley”. (El subrayado nos pertenece).- En el 

presente caso, vemos que la acción de protección es interpuesta por el Defensor de Pueblo, 

en favor de las Concejalas, Lic. Ligia Rodríguez, Abg. Karina González, y Lic. Patricia 

Picoita, a quienes se les da la calidad de afectadas, porque se les habría violentado sus 

derechos de manera directa. Por lo tanto al amparo de las normas antes citadas, son las 

indicadas concejalas, como afectadas a quienes les asiste la facultad para desistir de la Acción 

de Protección planteada, por ser ellas las únicas afectadas; máxime, si se considera que tanto 

en el escrito de desistimiento previamente presentado, como en la exposición realizada por 

el abogado que las representa, en el que argumentan las razones en que se sustentan dicho 

desistimiento, ellas consideran que en la Sesión del Cabildo, donde se eligió el Vicealcalde, 

no se les vulneraron sus derechos, y en tal razón renuncian a continuar con la acción 

propuesta en su favor por el Defensor del Pueblo de Loja.- En esta parte es de puntualizar, 

que conforme indicó la defensa de las Concejalas aludidas, la Defensoría del Pueblo en 

ningún momento contó con la anuencia de ellas para presentar la Acción de Protección, ni le 

han manifestado que se consideraban vulneradas en sus derechos al haber sido electas para 

la Vicealcaldía.- Además, aquí debemos citar, que la Corte Constitucional, en el caso 364-



2017 EP, al respecto manifiesta: “CUARTO.- Conforme a lo establecido en el artículo 15 

numeral 1 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, antes 

referida, por haberse debidamente interpuesto y reconocido el desistimiento de la presente 

acción constitucional, se entiende por tanto que las razones que motivaron la interposición 

de la acción extraordinaria de protección se han extinguido, razón por la cual ningún derecho 

constitucional o garantía, se ve violentado. Las razones que operan para el desistimiento son 

plenamente justificadas por quien intervino como legitimado activo dentro de la presente 

causa”.- DECISIÓN. Por lo expuesto, el Tribunal en voto de mayoría de la Dra. Mercy 

Hurtado Flores, y Dr. José Luis Payares Hurtado, y de conformidad con el Art. 15 numeral 

1, de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, ACEPTA EL 

DESISTIMIENTO DE LA ACCION, planteado por las concejalas Lic. Ligia Rodríguez, 

Abg. Karina González, y Lic. Patricia Picoita, en favor de quienes fue presentada la Acción 

de Protección, y consecuentemente, ordena el archivo del expediente. Una vez notificada la 

sentencia, se les concede el término de 48 horas para que legitimen sus intervenciones.- 

Notifíquese. VOTO SALVADO DEL DOCTOR JOSE CRISTOBL ALVAREZ 

RAMÍREZ.- Sobre la base de los antecedentes expuesto por el voto de mayoría, me aparto 

de ese criterio, por las siguientes razones: PRIMERO: El Art. 11 de la Ley Orgánica de 

Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional, establece que en casos como el que nos 

ocupa, en los que la acción de protección ha sido presentada por interpuesta persona, la 

persona afectada podrá comparecer en cualquier momento, modificar la demanda, desistir de 

la acción o deducir los recursos de ley, aunque no haya comparecido antes; sin embargo, el 

Art. 15 numeral 1 ibídem, a pesar que ratifica la idea de que la persona afectada podrá desistir 

de la acción en cualquier momento por razones de carácter personal, establece que esas 

razones deben ser valoradas por la jueza o juez. En el mismo sentido, el último inciso del 

numeral dos de la norma en mención, señala que en ningún caso la jueza o juez aceptará el 

desistimiento, allanamiento o acuerdo reparatorio que implique afectación a derechos 

irrenunciables o acuerdos manifiestamente injustos. Es decir que es indiscutible que previo 

a aceptar el desistimiento corresponde al juzgador valorar que el mismo no implique 

afectación a derechos irrenunciables. Respecto a este punto, la Corte Constitucional 

Colombiana, que la tomo como referente doctrinario, señala: “[La Corte Constitucional ha 

precisado que el desistimiento es una declaración de voluntad y un acto procesal que implica 

dejar atrás la acción, el recurso o el incidente promovido. Además, ha reiterado que el actor 

del proceso de tutela tiene la posibilidad de utilizar esa figura procesal. Sin embargo, la 

aceptación del desistimiento depende de la etapa en la que se encuentra el proceso, al igual 

que de la naturaleza y la trascendencia de los derechos en discusión.”… “De otro lado, esta 

Corporación ha precisado que el desistimiento no opera en las acciones de tutela en que se 

ven afectados los derechos de un amplio número de personas o en los asuntos de interés 

general, pues el actor individual no puede disponer de las garantías de los demás ni impedir 

un pronunciamiento de fondo”]. Lo señalado en la norma en mención está acorde con lo 

dispuesto el Art. 237 de nuestro Código Orgánico General de Procesos COGEP, que señala 

que la o el juzgador se limitará a examinar si el desistimiento procede por la naturaleza del 

derecho en litigio y por no afectar a intereses de la contraparte o de terceros, con lo que se 

ratifica la idea de que la aplicación de la figura del desistimiento implica necesariamente el 



análisis de la naturaleza de los derechos materia de la acción a fin de determinar si es algo 

que las afectadas puedan desistir o no; SEGUNDO: Ahora, respecto al principio de paridad 

de género, el Tribunal Contencioso Electoral de nuestro país, en la sentencia: 076-2009-TCE 

de 25 de febrero de 2009, ha señalado: “Los artículos 116 de la Constitución de la República 

del Ecuador, 4 inciso final del Régimen de Transición de la Constitución, y 3 y 46 de la 

Codificación de las Normas Generales para las Elecciones dispuestas en el Régimen de 

Transición de la Constitución de la República, consagran el principio de paridad de género y 

la secuencialidad (hombre-mujer o mujer-hombre) en la conformación de las listas para 

candidaturas pluripersonales. (...)” Así mismo en la sentencia: 350-2009-TCE de 18 de mayo 

de 2009, el TCE, refiriéndose a este tipo de derechos, ha sostenido: “Las disposiciones 

mencionadas (arts. 116 C. Pol. 3 y 46 de la Codificación de las Normas Generales para las 

Elecciones) se orientan al reconocimiento de derechos humanos que garantizan el derecho 

de todas las personas a tener acceso, en condiciones generales de igualdad, a las funciones 

públicas del país, y de manera particular, a ocupar cargos y ejercer todas las funciones 

públicas en cualquiera de los planos gubernamentales. Así los principios de alternancia y 

secuencia entre hombres y mujeres constituyen un mecanismo para contribuir a tales 

condiciones de igualdad en la integración de las listas, así como a las condiciones de 

elegibilidad. Todo lo mencionado tiene como finalidad tutelar la participación, en el 

entendido de que ésta compone un elemento sustancial de la democracia. (…)” De lo que se 

desprende que lo relacionado a la paridad, la igualdad material y en general a la participación 

política de las mujeres es un asunto que tiene su amparo en normas de carácter constitucional 

así como en instrumentos de derechos humanos que pasan a formar parte de nuestro bloque 

de constitucionalidad, como son la resolución de la Asamblea General de las Naciones 

Unidas sobre la participación de la mujer en la política (A/RES/58/142) de 2003; la 

resolución 1990/15 del Consejo Económico y Social de las Naciones Unidas; la Plataforma 

de Acción de Beijing que reafirma el contenido de la resolución 1990/15; la Convención 

sobre la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la Mujer; Carta de las 

Naciones Unidas; Convención interamericana para prevenir, sancionar y erradicar la 

violencia contra la mujer. Convención de Belém do Pará; Convención interamericana sobre 

concesión de los derechos civiles a la mujer; Convención sobre la eliminación de todas las 

formas de discriminación contra la mujer; Convención sobre los derechos políticos de la 

mujer; Declaración sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer. TERCERO: 

Ahora, una vez aceptado el hecho de que la presente acción trata de un asunto que tiene 

relevancia constitucional por corresponder a la esfera constitucional de derechos de todo el 

colectivo de mujeres, es necesario analizar si las concejales LIGIA RODRÍGUEZ LIMA, 

PATRICIA PICOÍTA ASTUDILLO, KARINA GONZÁLEZ LOJAN, que han manifestado 

su voluntad de desistir, están en facultad de hacerlo y si dicha facultar implica 

inexorablemente que esta demanda deba archivarse, para lo cual es necesario determinar 

sobre si los derechos de que trata esta acción son de orden público e interés colectivo o no. 

Al efecto tomamos nuevamente como referente doctrinario la jurisprudencia comparada de 

países con los que compartimos una misma cultura jurídica y las mismas normas 

convencionales que hacen que nuestros bloques de constitucionalidad sean parecidos. Así 

tenemos que la Cámara Nacional Electoral de Argentina, en la sentencia: 1865/95 CNE del 



21 de abril de 1995, en torno al tema que nos ocupa, al zanjar el hecho de que la lista 

presentada por el "Frente de la Esperanza" fuera proclamada sin merecer impugnación por 

parte de las mujeres que la integran, ha señalado que aquello: “…no es óbice a que la justicia 

disponga, incluso de oficio, su adecuación a las disposiciones de una norma que legisla sobre 

una materia de orden público. (…) tampoco cabe anteponer al cumplimiento de dicha 

disposición de raíz constitucional -como lo es la previsión sobre "cupo femenino" la alegada 

voluntad del electorado partidario. Ello así porque tal voluntad no es omnímoda sino que 

debe ejercerse dentro del referido marco constitucional y legal, siendo responsabilidad de los 

partidos políticos adecuar su normativa y los mecanismos electorales internos de modo tal 

que las listas resultantes de los procesos destinados a nominar candidatos a cargos electivos 

queden ajustadas a las exigencias legales.” De lo que se desprende como aporte relevante 

que: “la voluntad mayoritaria de la militancia no puede ser alegada como justificante para 

desconocer la cuota de género. Los porcentajes de cuota establecidos en la normativa lo son 

para posiciones en las nóminas con posibilidad "real" de ser electas, según el caudal electoral 

histórico del partido político” Según, la publicación Sistematización de Sentencias Judiciales 

en Materia Electoral Inclusión Política de las Mujeres: Cuota y Paridad, de la Secretaría 

General de la Organización de los Estados Americanos: “el fallo se reitera en las resoluciones 

1866-95, 2951-01, 3507-05 de ese mismo órgano electoral (aportadas para este estudio). La 

cuota femenina se comporta como una norma de orden público que limita y condiciona el 

principio de autorregulación partidaria, pues la dinámica interna de las agrupaciones, 

estructura y normativa deben ajustarse a las acciones afirmativas previstas en la legislación.” 

En México, El Tribunal Electoral del Poder Judicial de la Federación, Sala Regional de la 

Tercera Circunscripción Plurinominal Electoral Federal, en la sentencia SX-JRC-17/2010 de 

13 de junio de 2010, ha señalado: “la exigencia de las cuotas de género exclusivamente en 

las candidaturas propietarias, podría amparar indebidamente situaciones de un fraude a la ley. 

Debido a lo anterior, entiende el Órgano Electoral mexicano que la obligación de cumplir 

con cuotas de género es de aplicación obligatoria no solo para candidaturas propietarias, sino 

también suplentes”. En Perú, el Jurado Nacional de Elecciones, en la sentencia: 670-2010-

JNE de 23 de julio de 2010, también ha señalado: “El Jurado Nacional de Elecciones a través 

de las Resoluciones Nos. 254, 292 y 370-2010-JNE estableció las cuotas electorales para su 

cumplimiento, cuotas que no pueden ni deben ser modificadas por causa inducida por la 

organización política, pues en vía de apelación se esgrime como argumento la renuncia o 

desistimiento del o de los candidatos con el objeto de cumplir dichas cuotas, lo que no es 

procedente pues vulneraría el cumplimiento de las normas electorales emitidas por el Jurado 

Nacional de Elecciones, así como el principio de equidad por el que las reglas son las mismas 

para todos los participantes en el proceso electoral; y que estos aceptan dichas reglas.” 

Entonces, la doctrina jurisprudencial comparada permite concluir que -por tratarse de asunto 

de orden público y que tienen que ver con la participación política, el derecho a la igualdad 

formal y no discriminación, así como el derecho a la igualdad material, y el goce de derechos 

políticos que no solo se refieren al derecho de elegir y ser elegidas de las concejales LIGIA 

RODRÍGUEZ LIMA, PATRICIA PICOÍTA ASTUDILLO y KARINA GONZÁLEZ 

LOJAN, sino que implican el derecho de miles de mujeres a tener espacios adecuados de 

representación política- si bien las concejales tienen la facultad de presentar su escrito de 



desistimiento, el mismo no debe ser aceptado porque implicaría, sentar una línea 

jurisprudencial que permita el desistimiento en casos en los que se compromete derechos de 

rango constitucional de un colectivo numeroso de mujeres, más aún cuando se han 

presentado, como interesadas, a través de amicus curiae, por lo menos dos organizaciones de 

mujeres y de derechos humanos. Sin embargo, hay que aclarar que lo anotado hasta aquí no 

significa un pronunciamiento respecto a la constitucionalidad o no de la elección de ninguna 

dignidad, ni la resolución de ningún tema de fondo, ni siquiera lo relacionado a la 

admisibilidad de la acción de protección, pues por tratarse de hechos sometidos a la justicia 

constitucional, cuyo análisis no solo implica el uso de normas o reglas con una estructura 

normativa sino también de principios y valores constitucionales,  los métodos de 

interpretación  que deben aplicarse, van más allá de los métodos tradiciones de interpretación 

de la ley, como son  el gramatical, teleológico, sistémico, histórico; pues para la materia que 

nos ocupa se incluyen otros métodos de interpretación como la proporcionalidad, la 

ponderación, la interpretación evolutiva o dinámica, etc. que permiten, desde una perspectiva 

de la argumentación jurídica encontrar la respuesta correcta a la aplicación de dichos valores 

y principios al caso concreto, en donde tendrán que sopesarse la salida más adecuada que 

permita respetar el núcleo esencial de los derechos de todas las partes involucradas, para lo 

cual se podría acudir, inclusive, a la técnica de modulación de sentencias. QUINTO.-Por lo 

tanto de conformidad a lo señalado en los artículos 11 y 15 de la Ley Orgánica de Garantías 

Jurisdiccionales y Control Constitucional, y por considerar que el desistimiento presentado 

por LIGIA RODRÍGUEZ LIMA, PATRICIA PICOÍTA ASTUDILLO, KARINA 

GONZÁLEZ LOJAN, afecta a derechos irrenunciables del colectivo de mujeres, no se lo 

acepta, debiéndose continuar con la prosecución de la causa.- Notifíquese.- 


